SUPRESION DE MUNICIPIOS

El artículo 54 del Acto legislativo número 3 de 1910 no constituye innovación ni reforma sustancial al sistema constitucional vigente entonces, ya que no es sino una reproducción fiel del artículo 186 de la Carta de 1886. No aportando nada nuevo la reforma de 1910 respecto a lo preceptuado por el Estatuto de 86 sobre supresión de Municipios, la Ley 149 de 1888 era de forzosa aplicación por las Asambleas en 1912, estando en ese tiempo en vigor, pues su derogación se consumó en 1913, con la expedición de la Ley 4°

CONSEJO DE ESTADO

Consejero ponente: GUSTAVO HERNANDEZ RODRIGUEZ

Bogotá, marzo veintisiete (27) de mil novecientos cuarenta (1940)

Radicación número: 

Actor: 

Demandado: 

Por apelación de la sentencia de primera instancia vino a esta Superioridad el juicio promovido ante el Tribunal Administrativo de Santa Marta por el doctor Ovidio Palmera contra la Ordenanza 30, de 2 de abril de 1912, sobre supresión del Municipio de Concordia, en el Departamento del Magdalena.

Al recurso se le ha dado la tramitación correspondiente, y como es de rigor decidirlo, a ello se procede previas las consideraciones que le son pertinentes.

El actor indica como hechos generadores de la nulidad, los siguientes:

Primero. Por medio del Decreto de carácter legislativo número 1312, de 27 de noviembre de 1908, fueron creados los Municipios de Pedraza y Concordia, indicándose como cabecera de este Municipio la población o caserío de Malabrigo, con los Corregimientos de Chengue, Moya, Caimán, Cocosolo, Barbas de Mico y Malabrigo.

Segundo. Estos Municipios fueron organizados legalmente y funcionaron por espacio de varios años, existiendo aún el de Pedraza.

Tercero. Los nombres de Chengue, Moya, Caimán, Cocosolo, Barbas de Mico y Malabrigo han sido cambiados por los siguientes, respectivamente: Rosario, Bellavista, Candelaria, Concepción, Jesús del Monte y Concordia.

Cuarto. La Asamblea de este Departamento, por medio de la Ordenanza número 30, de 2 de abril de 1912, eliminó el Municipio de Concordia y agregó su territorio al Municipio de Cerro de San Antonio.

Quinto. La eliminación del Municipio de Concordia y la agregación de su territorio al Municipio de Cerro de San Antonio se llevaron a cabo por la Asamblea de este Departamento, sin el cumplimiento de los requisitos y formalidades exigidos por la ley vigente en esa época sobre creación y eliminación de Municipios y segregación y agregación de términos municipales.

Sexto. En el año de 1912 el Municipio de Concordia era superior al de Cerro de San Antonio en población, extensión territorial y rentas, como también en habitaciones urbanas y en fundos ganaderos y de agricultura.

Séptimo. La Asamblea, para eliminar el Municipio de Concordia y agregar su territorio al de Cerro de San Antonio, no tuvo en cuenta la base de población indicada por la ley para creación y eliminación de Municipios, ni las necesidades e intereses locales.

Y como disposiciones violadas:

El artículo 54 del Acto legislativo número 3 de 1910 (ordinal 4°); los artículos 129, ordinal 26; 189, 190 y siguientes de la Ley 149 de 1888; y el artículo 23, ordinal 22, de la Ley 88 de 1910, Leyes vigentes en esa época.

El Tribunal a quo no declaró la nulidad demandada basándose en que las leyes que se dan por el doctor Palmera como infringidas al expedirse la Ordenanza en cuestión están derogadas y por cuanto que no aparece probado que con dicha Ordenanza se haya afectado el artículo 54 del Acto legislativo número 3 de 1910, y funda su decisión así:

"De la lectura del acto demandado y sus antecedentes se deduce, sin lugar a dudas, que lo que aquella corporación se propuso al expedirlo, fue eliminar, como lo expresa el preámbulo de la Ordenanza, el Municipio de Concordia, creado, según afirma, en el año de 1908, función ésta como aquélla de que han podido usar en todo tiempo las Asambleas. No era, pues, el caso de segregación ni agregación de términos municipales.

"Se acusa tal acto, como se ha visto, porque en opinión del actor, no se cumplió formalidad ninguna de las que exigía la ley vigente entonces para la creación y supresión de Municipios. De manera que el problema se reduciría al examen de la Ordenanza desde el solo punto de vista de las disposiciones que se juzgan violadas o desatendidas con su expedición.

"Mas, como se trata de leyes derogadas expresamente en su favor parte (véanse el artículo 340 de la Ley 4 de 1913; 119 de la Ley 130 ibídem, etc.), con el establecimiento de un nuevo régimen de derecho en materia política y municipal, es el caso de averiguar hasta dónde obliga detenerse a estudiar un acto que se acusa como contrario a disposiciones legales que han dejado de existir.

"A este respecto ha dicho el honorable Consejo de Estado en diferentes doctrinas lo siguiente:

'No puede haber ordenanza que viole una ley derogada o que la quebrante, porque sólo puede quebrantarse lo que existe o tiene valor. Y como el espíritu que informa los fallos de lo contencioso-administrativo y el objeto de la nulidad administrativa que se declara por los Tribunales del ramo, es el restablecimiento de la integridad de la ley, o sea, la suspensión definitiva del acto acusado cuando a ella sea contrario, siguiese naturalmente, que no habiendo ley cuyo imperio deba restablecerse, no corresponde hacer declaración alguna al respecto.' (Anales del Consejo de Estado, tomo XVII, página 375).

Tara que proceda la declaración de nulidad contencioso-administrativa es necesario, no sólo que la nulidad exista en el momento en que se intenta la acción, sino que ella subsista en la fecha en que se dicta el fallo, puesto que si se trata de restablecer el imperio de la ley quebrantada por el acto acusado, y ese quebranto no existe o ha des-aparecido porque no hay ley que aparezca violada, carece en absoluto de objeto la decisión que recayera a la demanda, toda vez que la declaración que pudiera hacerse sobre el ningún valor del acto acusado, a más de innocua, vendría en cierto modo a reconocerle existencia legal a una ley o disposición insubsistente.' (Anales del Consejo de Estado, tomo XVII, página 375).

"Esto respecto de las leyes derogadas que cita el actor en su demanda. Pero como entre los fundamentos de derecho de la acción se halla el artículo 54 del Acto legislativo número 3 de 1910, vigente ya a la época de la expedición de la Ordenanza, precisa estudiar ésta, asimismo, por este nuevo aspecto legal.

"Este artículo, en lo pertinente, dice así:

'Artículo 54. Corresponde a las Asambleas.... 4° Crear y suprimir Municipios con arreglo a la base de población que determina la ley, consultando los intereses locales.'

"Como se ve, esta disposición, como aquella otra de la Ley 149 de 1888, que reproduce, faculta a las Asambleas para. . . . suprimir Municipios. Así que, por el aspecto general de esta disposición, la Asamblea del año 12 bien podía eliminar, como lo hizo, el Municipio de Concordia.

"¿Lo hizo de conformidad con las condiciones exigidas en el mismo texto constitucional? Es decir, ¿se tuvo en cuenta al expedir la Ordenanza respectiva, la base de población determinada en la ley, así como los intereses locales de las regiones?

"El actor asegura que no, y para comprobar su aserto, trae, entre otros, el certificado del señor Secretario de la Asamblea Departamental, en que se dice que ni en el archivo de la Asamblea, ni en el expediente formado en el estudio del proyecto, que fue después la Ordenanza número 30, se encuentra documento ni antecedente alguno que revele que la Asamblea hubiera tenido en cuenta ningún dato al respecto.

"Pero esta prueba de carácter negativo, nada prueba, como es sabido, acerca de lo que con ella se pretende comprobar, pues antes es necesario establecer, forzosamente, un hecho positivo: la base de población, por ejemplo, determinada en la ley (ley ésta a la cual ni siquiera alude), para el caso de suprimir y crear Municipios, que la Asamblea del año 12 no tuvo en cuenta al expedir la nombrada Ordenanza demandada."

No participa el Consejo del concepto del Tribunal a quo, fundado en una antigua jurisprudencia del Consejo de Estado, cuya aplicación al presente caso es discutible, y que consiste en sostener que no es procedente la declaración de nulidad de la Ordenanza que creó un Municipio con violación de la ley que señalaba la base de población para un acto de esta naturaleza, sólo porque esta ley está ya derogada. Porque, si bien se examinan las cosas, la violada no fue en este caso la disposición de la Ley 149 de 1888, sobre régimen político y municipal, vigente al tiempo de la expedición de la Ordenanza acusada, sino el artículo 54 del Acto legislativo número 3 de 1910, que estatuye que las Asambleas para ejercer la atribución de crear o suprimir Municipios deben hacerlo con arreglo a la base de la población que determine la ley, y si la Ley sobre el particular, vigente, era en 1912 la 149 de 1888, no porque ésta halla sido sustituida en el particular, sucesivamente, por el artículo 147 déla Ley 4 ª de 1913, por el 8° de la 71 de 1916 y por el 1° de la 49 de 1931, puede llegarse a la conclusión de que la Ordenanza acusada no es violadora de la ley, pues ello conduciría a admitir que no violan el orden jurídico nacional o la Constitución las ordenanzas que han creado Municipios, sin sujeción a las bases señaladas por las citadas Leyes de 1913 y de 1916, únicamente porque éstas están derogadas, y que, por consiguiente, puede pasarse por encima del precepto constitucional que manda que las Asambleas para crear o suprimir Municipios se arreglen a la base de población señalada por la ley. ¿Por qué ley? No puede ser otra que por la vigente al tiempo de la expedición de la ordenanza; no importa que ésta posteriormente haya sido derogada, pues la juridicidad de los actos de las entidades y funcionarios públicos se determina por la sujeción de ellos a las leyes vigentes al tiempo de la ejecución de aquéllos. De otro modo se llegaría a la conclusión de que los actos creados con violación de las normas constitucionales y legales, se convierten en constitucionales y legales sólo porque las normas que ellos violaban fueron sustituidas por otras disposiciones legales que señalaron nuevas condiciones para la ejecución de aquellos actos.

Está por demás insistir sobre los aspectos estudiados en el fallo que se revisa, ya que uno de los motivos de la nulidad los hace consistir el demandante en la violación de determinados artículos de las Leyes 149 de 1888 y 88 de 1910, y como tales estatutos se encontraban ya derogados cuando se instauró la querella, el pronunciamiento de la nulidad carece, por este aspecto, de razón de ser, como lo observa el Tribunal de primera instancia, toda vez que teniendo por finalidad 3a declaratoria que se procure restablecer el orden jurídico afectado con el quebrantamiento de las normas legales que lo crearon y ampararon, perdiendo éstas su existencia a consecuencia de su derogación, dicho orden jurídico afectado recobra automáticamente su equilibrio y vitalidad. Con todo, comió el salvamento de voto del Magistrado que no compartió los puntos de vista de la mayoría sentenciadora se funda en que como el artículo 54 de la reforma constitucional de 1910 dispuso que las Asambleas pueden crear y suprimir Municipios con arreglo a las bases de población que determine la ley, y como después del Acto legislativo citado la ley que fijó la base de población fue la 71 de 1916, concluye que al expedirse en 1912 la Ordenanza acusada sin existir en ese entonces el estatuto de 1916 sobre el particular, se desconoció el mandato constitucional, comoquiera que la Asamblea ejercitó una función sin acatar la última parte del artículo 54 susodicho en cuanto estatuye que la supresión debe hacerse con arreglo a la base de población que determine la ley, y como el recurrente sustenta la alzada destacando y apoyándose en la misma tesis del salvamento de voto, es el caso de analizar el problema por este aspecto.

Del texto constitucional que se dice violado se desprende que evidentemente la facultad dada a las Asambleas para crear y suprimir Municipios no es discrecional sino que se halla condicionada a la base de población que determine la ley, y como después del Acto legislativo número 3 de 1910, el artículo 147 de la Ley 4 de 1913, sustituido por el 8° de la Ley 71 de 1916, vino a establecer esa base de población, se impone estudiar si por haberse expedido la Ordenanza demandada en 1912, es decir, cuatro años antes de la vigencia de la Ley 71, se quebrantó o nó el estatuto constitucional.

Como se ha observado, cuando la Asamblea del Magdalena dio la Ordenanza 30 de que se trata, regía el precitado artículo 54 del Acto legislativo de 1910, así como también el 189 de la Ley 149 de 1888, que enseñaba que los Municipios que tengan una población de menos de tres mil habitantes, continuarán existiendo como tales, salvo que la Asamblea disponga otra cosa. De lo preceptuado por el artículo 189 se desprende qué Municipalidades de menos de tres mil habitantes durante la vigencia de la. Ley 149 podían las Asambleas suprimirlas o nó, pues que a la locución "podrán seguir existiendo como tales, salvo que la Asamblea disponga otra cosa", no puede dársele otra interpretación racional. Luego sí se hallaba en 1912 determinada por la ley la base de población para suprimir Municipios. Siendo esto así es incuestionable que la Asamblea del Magdalena podía en 1912 eliminar el Distrito de Concordia, sometiéndose, como es obvio, a las exigencias de la Ley 149 precitada, sobre base de población. Por lo tanto, para que prosperen las pretensiones de la demanda se necesita que de autos aparezca plenamente probado que el Municipio de Concordia, cuando se expidió el estatuto que lo suprimió, tenía tres mil habitantes o más. Empero, como se vio de la parte preinserta del fallo recurrido y de los elementos de convicción que aprisiona el expediente, el actor no suministró tal prueba, lo que es bastante para que por este aspecto sea intocable la decisión apelada.

Sin embargo, se objetará que al limitar el Acto legislativo de 1910 las facultades de las Asambleas, en lo concerniente a la creación o supresión de Municipios, imponiéndoles la obligación de someterse en el particular a la base de población que determine la ley, fue porque encontró inconveniente la fijada por la Ley 149 susodicha, y de ahí que las Asambleas no podían crear ni suprimir Municipios mientras una ley posterior a la reforma de 1910 no señalara una nueva base de población, y como esa ley no se expidió sino hasta 1916, la Ordenanza acusada quebrantó el artículo 54 prenombrado. Este aspecto del problema queda resuelto con sólo observar que el artículo 54 no constituye innovación, ni reforma sustancial alguna al sistema institucional vigente entonces, toda vez que, no es, fuera del cambio de una conjunción, sino una reproducción fiel del artículo 186 de la Carta de 1886. De donde se sigue que no aportando nada nuevo ni sustantivo la reforma de 1910, respecto a lo preceptuado por el Estatuto de 86, sobre supresión de Municipios, la Ley 149 de 1888 era de forzosa aplicación por las Asambleas en 1912, estando como se hallaba en ese tiempo en pleno vigor, pues su derogación se consumó en 1913 con la expedición de la Ley 4, sobre régimen político y municipal.

Si el constituyente de 1886 no hubiera sometido a las Asambleas en lo referente a supresión de Municipios, a la pauta de acatar lo ordenado por la ley sobre base de población, había que reputar el artículo 54 del Acto legislativo de 1910 como una innovación, como una reforma, y por consiguiente, las Asambleas no podían suprimir Municipios mientras no se diera la ley que fijara esa base de población; mas como tal cosa no ocurrió, riguroso es concluir que antes de la derogación de la Ley 149 susodicha, o sea hasta 1913, las Asambleas podían ejercitar la atribución definida en el artículo 54 tantas veces citado de acuerdo con la base de población de la Ley 149 de 1888.

Por lo razonado, el Consejo de Estado, de acuerdo con su Fiscal, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, confirma la sentencia recurrida.

Notifíquese, cópiese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen.
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